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AUTOS: “ALMIRON ANGEL LUIS C/EL CONDOR E.T.S.A. Y OTRO S/ACCIDENTE –ACCION CIVIL”

Buenos Aires, 
 de                 

   de 2011.

EL DOCTOR JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID DIJO: 

      I. Contra la sentencia de primera instancia, que rechazó la demanda, se alza el actor a tenor de los argumentos que esgrime en el memorial de fs. 448/458, que mereció  réplica de la contraria a fs. 467 y 468/472.

En materia de honorarios, la perito contadora apela los honorarios regulados a su favor, por bajos (fs. 464) y la parte actora objeta la forma en que se impusieron las costas (fs. 458vta.). 

II. Se agravia la actora porque la Juez “a quo” desestimó el reclamo en concepto de reparación integral en el entendimiento de que no se ha demostrado que las enfermedades padecidas hubieran sido provocadas por una cosa riesgosa o vicio de la cosa, en los términos del art. 1113 del C.C.

En primer término y con relación al planteo de inconstitucionalidad articulado a fs. 7, destaco que este tema ha sido objeto de tratamiento y decisión por la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir del caso “Aquino” (FALLOS 327:3753). En dicho pronunciamiento y en otros posteriores – casos estos en los que fijaron sus posturas sobre el tema los jueces del máximo Tribunal que no habían intervenido en “Aquino” (“Díaz, Timoteo Filiberto c/ Vaspia S.A.” sentencia del 7 de marzo de 2006; “Perrota c/ Aipaa S.A.” y “Avila Juchani c/ Decsa S.R.L.” sentencias del 28 de marzo de 2006, Fallos 327:3753)- se descalificó, mediante votos concurrentes la disposición del art.39, ap. 1 de la ley 24557, con un criterio que comparto, en cuanto a que veda al trabajador –o sus derechohabientes- la posibilidad de reclamar con fundamento en el derecho civil, por lo que corresponde declarar la inconstitucionalidad del art. 39, ap. 1 de la ley 24.557.

Seguidamente, analizaré los distintos presupuestos necesarios para tornar viable la pretensión del actor.

Desde esta perspectiva, cabe señalar que no se encuentra controvertido en autos que el actor laboró  para la demandada, El Condor ETSA, en calidad de conductor  de ómnibus de larga distancia, desde el año 1987 hasta el 2008. Lo que si se discute son las condiciones en las que el actor invoca haber prestado su débito laboral, como así también la vinculación causal existente entre las mismas y las dolencias que aquí se invocan. 

Con relación a la tarea cumplida por el actor, los testigos Baner (fs. 205),  Suniga (fs. 217) y Otazo (fs. 316/319), explicaron la mecánica de trabajo como conductor de ómnibus de larga distancia y en ese sentido, manifestaron que realizaban viajes durante extensas jornadas, que en los casos de Bariloche y Comodoro llegaban a las 28 o 30 horas.

Los testigos son contestes respecto a que el actor pasó largos períodos de tiempo sentado conduciendo los ómnibus de larga distancia,  a lo que se añade la incomodidad del asiento destinado para el descanso del acompañante, que era similar a los de los pasajeros. Baner asimismo manifestó que variaba las condiciones del asiento del conductor de  un coche a otro, que se modificaba su posición y la ubicación de la pedalera, y que ello les ocasionaba problemas de cervicales, lo que era común en los chóferes. Por otro lado, se sostuvo que las unidades entre 1995 y 2002 estaban en malas condiciones.  Lo expuesto, luce ratificado por Suniga y Otazo, tanto respecto a las condiciones de manejo como al estado de las unidades, y  coinciden en que recién a partir del 2001, se incorporaron unidades modernas, con condiciones de manejo más cómodas. 

Lo dicho no resulta desvirtuado por los testimonios rendidos a instancia de la parte demandada, por cuanto no han refutado lo sostenido respecto a los tiempos y condiciones de prestación de tareas, a lo que se añade que lo dicho en forma genérica sobre el mantenimiento que realizaba la accionada de las unidades, resulta insuficiente para refutar los dichos de los compañeros de trabajo del actor, quienes compartieron viajes con el mismo, y describieron las condiciones particulares en que prestó tareas el aquí accionante. 
Lo expuesto, adquiere mayor relevancia en caso como el de autos, donde la empleadora omitió brindarle al dependiente la debida capacitación, toda vez durante los veintiún años de prestación laboral tuvo lugar un solo curso  en el año 2006  (conf. fs. 335vta.). 

Por otro lado, en lo que respecta a exámenes médicos, la accionada no acompañó los resultados de los periódicos realizados hasta el 2001 y dejó de realizarlos a partir de esa fecha, privándose de conocer los efectos que el trabajo había generado en la salud psicofísica del trabajador, y de la consiguiente posibilidad de tomar las medidas adecuadas a los fines de prevenir los riesgos que genera la actividad, a lo que se añade que tampoco acompañó los resultados de los estudios post egreso, lo que hubiera permitido conocer el estado de salud al momento de la finalización del vínculo laboral y su comparación con los resultados que arrojaba el preocupacional. 

Dicha omisión en modo alguno puede ser suplida por las declaraciones de Camino (fs. 210), quien declaró en su calidad de director del instituto médico donde se le realizaban al actor los exámenes que exige la CNRT, ni Cavanna (fs. 320), quien como jefe de personal, manifestó que se le realizaban los estudios médicos periódicos que, sin embargo, la demandada omitió acompañarlos a las presentes actuaciones. 

Ahora bien, con relación a la existencia del daño invocado, entiendo que el mismo debe circunscribirse a la artrosis generalizada que le ha generado al actor un 10% de incapacidad de la T.O. así como la constatación de una hernia de disco intervertebral (15% de la TO),  por cuanto el perito médico ha dictaminado que dichas patologías tienen un origen concausal y entre las causas generadoras se encuentra la existencia de vibraciones, la reiteración de posturas viciosas e inadecuadas en cuanto se requiere estar muchas horas sentado sin cambios periódicos de posición, excesivo sedentarismo y sedestación prolongada (conf. fs. 374/374vta. y 375vta./376), conclusiones que no advierto suficientemente rebatidas en las impugnaciones formuladas por las partes a fs. 413/415 y 416/420. 

Tomando en consideración la edad del actor al momento de la toma de conocimiento del daño en junio de 2008 (57 años) y lo manifestado por el perito médico en cuanto a la etiología de las patologías columnarias detectadas, considero que, en tanto en el ámbito normativo aplicable al caso no rige la teoría de la indiferencia de la concausa, corresponde determinar cuál es el grado de participación atribuible al dueño o guardián de la cosa y cuál es la predisposición propia de la víctima o la consecuencia de las restantes causas. En tales condiciones estimo prudencial atribuir al hecho imputable a la empleadora un 50% de incidencia en el resultado dañoso total por lo que establezco que el daño resarcible por las patologías analizadas, alcanza al 12,5% de incapacidad de la T.O.
Por otro lado, corresponde desestimar las demás patologías reclamadas, dado que comparto lo sostenido por la Sentenciante en cuanto a que el síndrome meniscal y el asma no forman parte del reclamo de autos y las restantes patologías reclamadas, no presentan incapacidad relacionada con la tarea cumplida por el actor (conf. fs. 20vta./21 y pericia de fs. 379vta./380).

Tampoco considero procedente el reclamo en concepto de depresión postraumática, por cuanto  entiendo que el perito médico basó sus conclusiones a este respecto sobre la base de la existencia de un porcentaje de incapacidad física que, difiere sustancialmente de la reconocida en el presente decisorio, por lo que cabe concluir que no se acreditado debidamente un nexo de causalidad entre la labor cumplida y la patología psíquica descripta en el informe médico. 

Por todo lo expuesto, considero que corresponde aplicar lo normado por el artículo 1113, párrafo segundo del Código Civil,  al riesgo de la actividad desarrollada, en cuyo marco tuvo lugar la prestación de tareas del actor a favor de la empleadora, creado por las cosas (los ómnibus de los que la demandada es dueña o guardiana), bajo las directivas y en las condiciones de prestación de tareas impuestas por la empleadora, y que en su conjunto entiendo que constituyó una actividad riesgosa, que ha generado un daño en la salud psicofísica del trabajador, que debe ser resarcido. 

Asimismo, con relación a la reparación en concepto de daño moral,  sostengo que el dolor, la pena, la angustia, la inseguridad, son sólo elementos que permiten aquilatar la entidad objetiva del daño moral padecido. Por lo que tomando en cuenta las circunstancias objetivas del caso concreto y en el daño físico reconocido así como  la índole de las secuelas sufridas por el actor, considero que corresponde hacer lugar al reclamo en concepto de  daño moral, de conformidad con lo establecido en el art. 1078 del Código Civil y fallo plenario N° 243 “VIEITES, ELISEO C/FORD MOTOR ARG. SA".

Teniendo en cuenta las condiciones personales del actor, en particular su edad, su expectativa de ganancia, la incidencia que la incapacidad padecida puede tener sobre la misma, la calidad de jubilado del actor, así como la fecha de consolidación del daño, considero razonable fijar la reparación del daño físico sufrido en la suma de $60.000.-  y la del daño moral en la suma de $12.000.-, a valores actuales, sobre la cual deberán calcularse intereses desde su exigibilidad y hasta el efectivo pago, según tasa activa aplicada por el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de préstamos (conf. Acta N° 2357 CNAT y art. 622 del Código Civil).

III. Con relación a la responsabilidad de MAPFRE ART S.A., considero que corresponde hacerla responsable, en los límites de la póliza suscripta en el marco de la ley 24.557, toda vez que se encuentra reconocida su calidad de aseguradora al momento de la consolidación del daño, ello sin perjuicio de la acción de repetición que pudiera ejercerse de conformidad con lo dispuesto en el art. 47 de dicho cuerpo legal. 

Por otro lado, corresponde desestimar las defensas opuestas por la aseguradora respecto a la falta de cobertura de las patologías analizadas, toda vez que su falta de referencia de la patología detectada en los baremos oficiales, en modo alguno implica la ausencia de reparación pues aquel daño se provocó por la exposición de la trabajadora a un ambiente altamente estresante.  Conforme las modificaciones introducidas a la ley por el decreto 1278/2000, considera igualmente enfermedades profesionales aquellas otras que, en cada caso concreto, la Comisión Médica Central determine como provocadas por causa directa e inmediata de la ejecución del trabajo, excluyendo la influencia de los factores atribuibles al trabajador o ajenos al trabajo.

La responsabilidad de la ART, en el caso, limitado a las prestaciones dinerarias que resultan de la ley 24.557, guarda correlato con la doctrina sostenida  por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “Aquino”, entendiendo que de la declaración de inconstitucionalidad del art. 39 de la ley de riesgos del trabajo no se sigue que las Aseguradoras de Riesgos del Trabajo queden relevadas de satisfacer las obligaciones que han contraído en el marco de la citada ley. 

En la causa se ha demostrado la relación directa entre las secuelas padecidas por la actora y el ambiente laboral altamente estresante. Por ello en la medida que la incapacidad que genera el presente reclamo es consecuencia de las contingencias cubiertas en el art. 6 de la ley 24557, corresponde condenar a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, en el limite de la póliza suscripta, a satisfacer la condena cuya cuantía será determinada por el perito contador en oportunidad prevista en el art. 132 de la LO., sobre la cual deberán calcularse intereses desde su exigibilidad y hasta el efectivo pago, según tasa activa aplicada por el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones de préstamos (conf. Acta N° 2357 CNAT y art. 622 del Código Civil). 

III. Ante la solución propuesta se tornan abstractos los recursos de apelación en materia de honorarios y corresponde fijarlos junto con las costas en forma originaria (conf. art. 279 C.P.C.C.N.).  

En atención a los resultados obtenidos, propongo imponer las costas de ambas instancias a cargo de las demandadas, quienes han resultado vencidas en lo principal (conf. art. 68 C.P.C.C.N.), y en el caso de Mapfre ART S.A. en la proporción de  su condena.  A ese efecto, propicio regular los honorarios del patrocinio y representación letrada de la parte actora, del Cóndor ETSA y de Mapfre ART S.A. en las sumas de $7.200, $5.760 y $5.280, respectivamente,  a valores actuales.  Los honorarios de los peritos médico y contador se fijan en la suma de $2.000 para cada uno, a valores actuales (conf. ley 21839 y dec. 16638/57).

Asimismo, propongo regular los honorarios de los profesionales por su labor en la Alzada  en el 25% de lo que les corresponda percibir por su actuación en la instancia previa (conf. art. 14 ley 21839). 

EL DOCTOR LUIS A. RAFFAGHELLI DIJO:


Que adhiere al voto que antecede.

          En atención al resultado del presente acuerdo, EL TRIBUNAL RESUELVE: I) Revocar la sentencia apelada. II) Hacer lugar a la demanda y condenar a EL CONDOR ETSA a pagar a ALMIRON ANGEL LUIS, dentro del quinto día de notificado de la liquidación e intimación de pago previstas por el art. 132 de la L.O. la suma de $72.000.- en el plazo, modo y con los intereses fijados en los considerandos. II) Condenar a MAPFRE ART, en forma solidaria hasta el límite establecido en la ley 24.557, dejando su determinación a cargo del perito contador en oportunidad del art. 132 de la LO, en el plazo, modo y con los intereses fijados en los considerandos. III) Imponer las costas de ambas instancias a cargo de las demandadas vencidas (art. 68 CPCCN). IV) Regular los honorarios del patrocinio y representación letrada de la parte actora, del Cóndor ETSA y de Mapfre ART S.A. en las sumas de $7.200, $5.760 y $5.280, respectivamente,  a valores actuales. V)   Fijar los honorarios de los peritos médico y contador en la suma de $2.000 para cada uno, a valores actuales. VI) Regular los honorarios de los profesionales por su labor en la Alzada  en el 25% de lo que les corresponda percibir por su actuación en la instancia previa (conf. art. 14 ley 21839). 

Regístrese, notifíquese y vuelvan.

Ls

                                                         JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID

                                                                                                          JUEZ DE CAMARA

                                                                      LUIS A. RAFFAGHELLI

                                                                                                         JUEZ DE CAMARA

